STJSL-S.J. – S.D. Nº 083/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a siete días de octubre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ALCARÁZ, PABLO c/ ESTRUCTURA SAN LUIS S.R.L. y OTROS s/ DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 191109/10.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C.C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que conforme luce a fs. 236 y vta., la parte actora interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva R.L. LABORAL Nº 16/2014 de fecha 25/03/2014, obrante a fs. 230/233vta., dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial, en cuanto rechazó el recurso de apelación de la actora, con costas, y confirmó la sentencia de primera instancia. 

Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs. 248/253vta.

Que, en los aludidos fundamentos, luego de consignar el objeto de la presentación, evaluar la procedencia y admisibilidad formal del recurso, y hacer una síntesis de los antecedentes de la causa, el recurrente afirmó que, su intento recursivo tiene cuadratura legal en los incisos a) segunda parte y b) del art. 287 CPC y C, y en la absurda apreciación de las pruebas conducentes para esclarecer los hechos debatidos en la causa, por omisión de aplicar las disposiciones de los arts. 32 de la ley N° 22.250 y 30 de la ley de contrato de trabajo, y los artículos 9 LCT y 59 de la Constitución Provincial (vide fs. 248 y vta., y 249vta.).

1.1) Principió agraviándose de que el fallo cuestionado haya decidido rechazar la condena solidaria a Constructora San Luis SAPEM. En concreto calificó de un absurdo palmario que se haya señalado en la pieza judicial que no se probó la existencia de un subcontrato entre las codemandadas, o que el actor debió acreditar un vínculo contractual entre ellas.

Controvirtió lo expuesto al afirmar que el extremo fáctico de que el actor trabajó en la obra –Viviendas para la Comunidad Ranquel- no está en discusión; y si eso es así, coligió que evidentemente existió un consenso (verbal, escrito, tácito o expreso…), por parte de la contratista principal (San Luis SAPEM), para que quien registró laboralmente al actor (Estructura San Luis) realizara obras en la misma.

Calificó la situación descripta como un hecho notorio, cierto e indiscutible, y que como tal está excluido de la materia probatoria, y por ende, no requiere prueba documental adicional.

A la saga de tal exposición afirmó que la sentencia ha omitido aplicar uno de los principios fundamentales del derecho del trabajo: el de primacía de la realidad. Citó doctrina y jurisprudencia.

1.1.1) En otra línea argumental, criticó la posibilidad de que la Cámara interpretara que para hacer lugar a la responsabilidad solidaria, sea necesaria la presencia en el expediente de un instrumento/documento escrito.

Y frente a tal hipótesis desplegó una serie de ataques, a saber:

a) la imposibilidad de saber si tal instrumento efectivamente existió alguna vez; imposibilidad que se agrava en la situación del trabajador, de quien dijo que es “…completamente ajeno a otra cosa que no sea enajenar su fuerza de trabajo como obrero de la construcción…”

a’)
que exigirle tal extremo al trabajador es obligarle a la producción de una prueba inviable y diabólica.

b) que “…de haber existido tal vínculo contractual por escrito, es de rigor que en el ejercicio habitual del derecho (de) defensa en el litigio, la demandada se limite a la mera negativa de su existencia, ya que de acuerdo a la Constitución Nacional nadie está obligado a declarar contra sí mismo…” sic fs. 251 in fine y vta.

c) que «…el vínculo entre las demandadas está expresamente reconocido por la propia Constructora San Luis Sapem, quien enviara al actor la siguiente comunicación (fs. 132): “…(i) desconocemos si Ud. fue empleado de Estructuras San Luis, (ii) en su caso qué salario percibía y qué función cumplía, y (iii) si fue afectado a las obras que fueron subcontratadas por mi representada a Estructuras San Luis…”» (ver fs. 251vta. 2° párrafo).

d) que resulta irrelevante  si existió o no tal instrumento o vínculo contractual entre los demandados, ya que perfectamente Constructora San Luis SAPEM pudo haber subcontratado a MEC y ésta a su vez subcontratado a otras, entre las que se encuentra Estructura San Luis.

Por ello afirmó que la sentencia puesta en crisis ha interpretado erróneamente los arts. 30 LCT y 32 de la ley N° 22.250, al desestimar su aplicación al caso concreto por cuestiones completamente ajenas a derecho.

1.2) De otra parte, se agravió del fundamento expuesto por la Cámara, en base en el art. 277 del CPC y C, -no haber sido sometida la cuestión a conocimiento y decisión del juez de primera instancia- para omitir el tratamiento de los agravios expuestos en la apelación sobre la aplicación de los arts. 30 LCT y 32 ley N° 22.250, en cuanto a que la responsabilidad solidaria del contratista principal no se ve impedida por la circunstancia de haber subcontratado a la empresa MEC S.R.L. y que aquella habría incumplido con los deberes de control establecidos por tales normas; lo que tacha de inexacto ya que en la demanda incluyó un capítulo específico en relación a la cuestión, según dijo.

Citó jurisprudencia.

Finalizó afirmando que, se ha demostrado que la Cámara resolvió con desapego al derecho aplicable al caso y que valoró en forma ilógica y absurda las constancias de la causa, por lo que solicitó que se revise la sentencia cuestionada, se deje sin efecto la misma y se disponga la responsabilidad solidaria de la codemandada San Luis SAPEM, con costas.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada contestó a fs. 267/270vta., escrito en el que solicitó se rechace el recurso con costas, por los argumentos que expuso, los que se dan por reproducidos en honor de brevedad.

3) Que a fs. 286 y vta., se pronunció el Procurador General por el rechazo del recurso, por los argumentos que expuso, a los que remito brevitatis causae. 
4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que, el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La notificación de la sentencia recurrida cfr. fs. 235 (27/03/2014); 2) La interposición del recurso de fs. 236 y vta. (01/04/2014); y 3) La fundamentación del mismo, cfr. cargo de fs. 253vta. (05/04/2014), es decir dentro del plazo establecido en la ley ritual.

Asimismo, se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que reviste la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (Cfr. STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (...). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS  y PETROQUÍMICAS  s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”).-
2) Que, del análisis de la exposición recursiva tal como ha sido relatado precedentemente en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo consiste, fundamentalmente en una discrepancia respecto de las valoraciones de hecho y prueba realizadas por el a quo, en orden a la procedencia de la solidaridad de los arts. 30 de la LCT y 32 de la ley N° 22.250, por un lado; y por otro, el intento recursivo se resiente de insuficiente técnica que obsta el examen pretendido.

En relación a lo primero, si bien se observa un esfuerzo de parte del articulante, en encuadrar el caso traído a examen dentro de los márgenes del art. 287 del CPC y C, haciendo referencia a la falta de aplicación de las normas referidas, éste no constituye sino un razonamiento forzado, que no desvirtúa la implicancia fáctica y probatoria del abordaje que debería seguirse inescindiblemente para la resolución del caso tal como ha sido propuesto, lo que es a todas luces impropio del presente recurso.

En efecto, en esta instancia extraordinaria no puede valorarse una cuestión de índole fáctica y probatoria como la situación de imposibilidad del trabajador para asirse con la prueba instrumental, tal como lo planteó el recurrente. Tampoco se puede hacer mérito sobre si la Constructora San Luis SAPEM ha reconocido, a la luz de las constancias probatorias de la causa, el vínculo con la codemandada, tal como lo expusimos en el relato precedente bajo el punto 1) inc. c) de la primera cuestión. Tampoco la queja por el no tratamiento por parte de la Cámara, de los agravios expuestos en el memorial de expresión, por la aplicación del art. 277 del CPC y C, es materia del presente recurso. 

Al respecto, el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que: “si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (Cfr. STJSL-S.J. 13/03/2013 – S.D. Nº 14/13 – “BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRES c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACION” -  Expte. Nº 18-B-12 - IURIX Nº 71858/7).-
Del mismo modo, es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (Cfr. STJSL, 19/10/2004, Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”).-
En relación a lo segundo y vinculado con los arts. 9 de la LCT y 59 de la CP, que contiene “el principio más favorable para el trabajador” que debe actuarse en caso de duda, no ha precisado el recurrente qué le hace colegir que los camaristas se han encontrado ante una situación dudosa, cuya resolución imponía la aplicación de las mentadas disposiciones. Al contrario, de la lectura de la pieza de fs. 230/233vta., surge indubitable que para los Camaristas la solución jurídica es la propuesta por el Juez que votó en primer término, criterio al que adhirieron, y que confirma lo decidido por el juez de origen. Al decir esto no me pronuncio sobre la cuestión de fondo a cuyo conocimiento no puedo adentrarme por la deficiencia del planteamiento que puntualizo.

De mayor vaguedad y generalidad se resiente la acusación relativa a la no aplicación del principio de “la realidad”.
Es que se debe insistir en la naturaleza del presente recurso, que exige una singular técnica, que con la mayor precisión posible delimite el cuestionamiento y la pretensión casatoria. Dicha tarea está en cabeza del recurrente interesado, y de ninguna manera pueden suplirla los órganos de la magistratura.

En ese marco la doctrina ha dicho que en los planteos casatorios “…no basta con expresar una mera discrepancia con la decisión de la sentencia, siendo menester denunciar y demostrar la existencia de una violación o error en la aplicación (o interpretación) de la ley o doctrina legal. Esto es, se requiere que el recurrente se refiera directa y concretamente a los conceptos sobre los que se asienta la sentencia, exigencia que no se cumple con la mera invocación de determinadas normas legales…” ARAZI, Roland –director- y DE LOS SANTOS, Mabel –coordinador-, en Recursos Ordinarios y Extraordinarios, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2005, pág. 607 (artículo de Irene Hooft).
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación (por la materia propuesta y por la deficiente técnica recursiva), el medio recursivo en estudio deviene improcedente, debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia de las sentencias de los tribunales de grado, sino, antes bien, el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica, en atención principalmente, a consideraciones de interés público vinculadas con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.-

///…

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA. Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C, y 111 del C.P.L. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación: 

San Luis, octubre siete de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado.

II) Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C, y 111 del C.P.L.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 

PAGE  
9

